SUPERINTENDENCIA DE SERVICIOS PÚBLICOS DOMICILIARIOS 

CONCEPTO 763 DE 2016

(4 octubre)

Ref. Su solicitud concepto(1)

Cordial Saludo.

Se basa la consulta objeto de estudio, en solicitar concepto jurídico en relación con los siguientes interrogantes:

“…sobre cuáles entidades se puede realizar la exoneración de contribución para el servicio de acueducto y alcantarillado?

Igualmente se aplica la exoneración para las entidades que prestan servicios de salud, como hospitales, clínicas y centros asistenciales, así mismo, para los centros educativos de tipo privado y las iglesias católicas y de otros cultos, se encuentran inmersos en la exoneración de contribución?”

Antes de suministrar una respuesta a sus inquietudes, es preciso advertir que el presente documento se formula con el alcance previsto en el Artículo 28 de la Ley 1755 de 2015(2), toda vez que los conceptos emitidos por la Oficina Asesora Jurídica de la Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios, en respuesta a una petición en la modalidad de consulta, constituyen orientaciones y puntos de vista que no comprometen la responsabilidad de la Entidad, ni tienen carácter obligatorio, ni vinculante.

Por otra parte, de conformidad con lo establecido en el parágrafo primero(3) del artículo 79 de la Ley 142 de 1994(4), modificado por el artículo 13 de la Ley 689 de 2001(5) esta Superintendencia no puede exigir que los actos o contratos de las empresas de servicios públicos se sometan a su aprobación, pues de hacerlo se podría configurar una extralimitación de funciones, así como la realización de actos de coadministración a sus vigiladas.

En tal virtud, tanto las preguntas como las respuestas, deben darse en forma que puedan predicarse de cualquier asunto en circunstancias similares, razón por la cual no puede esta Oficina entrar a resolver situaciones particulares que puedan ser objeto de conocimiento posterior por parte de la Superintendencia.

Efectuadas las anteriores precisiones, ésta oficina procede a atender las inquietudes planteadas de manera general, para lo cual realizará un análisis previo de la contribución de solidaridad a que se hace referencia en el Régimen de Subsidios y Contribuciones, de la siguiente forma:

Inicialmente y en cuanto hace referencia al régimen de subsidios y contribuciones, es preciso señalar que este se encuentra consagrado de forma específica, en los capítulos II y III del título VI de la Ley 142 de 1994, disposiciones que han sido reglamentadas, entre otros, por los Decretos 565 de 1996, 1013 de 2005 y 4924 de 2011, a través de los cuales se han reglado temas relacionados con los Fondos de Solidaridad y Redistribución de Ingresos del orden departamental, municipal y distrital, la metodología para la determinación del equilibrio entre los subsidios y las contribuciones, las reglas adicionales de la metodología para la distribución de los recursos provenientes de aportes solidarios en el otorgamiento de subsidios, todo ello en cuanto se refiere a los servicios públicos domiciliarios de acueducto, alcantarillado y aseo.

Por su parte, la contribución de solidaridad se encuentra constituida como un tributo de carácter nacional, cuya destinación específica es la de cubrir los subsidios de los usuarios de estratos 1, 2 y 3, siendo por ello su pago obligatorio para los sujetos obligados a hacerlo, esto es, para los usuarios de los estratos 5 y 6, e igualmente para los usuarios de los sectores industrial y comercial. De igual manera, tanto el cobro como el recaudo de esta contribución, constituye una obligación para las empresas prestadoras de estos servicios, cobro que debe ser realizado a través de la factura.

En efecto, el inciso 1 del artículo 89 de la Ley 142 de 1994, es claro al indicar que esta contribución corresponde al valor que las empresas incluyen dentro de la factura que expiden para los usuarios de los estratos 5 y 6, y para los usuarios de los sectores industrial y comercial, siendo estos los sujetos pasivos de la misma.

Con respecto al tema de la contribución de solidaridad, la Corte Constitucional(6) señalo lo siguiente:

“...Este sobrecosto en el servicio es denominado de distintas formas. Por ejemplo, la ley 142 de 1994, lo denomina "factor", la ley 143 de 1994 "contribución", y la ley 223 de 1995 "sobretasa o contribución especial" (…)

Su monto no puede ser mayor al 20% del valor del servicio (artículo 89.1). Las comisiones de regulación deben determinar el porcentaje a pagar dentro de este límite, salvo para el servicio de energía, pues la ley (artículo 95 de la ley 223 de 1995) directamente lo fijó en el 20%.

Sólo los usuarios industriales y comerciales, y los de los estratos 5 y 6 están obligados a efectuar el pago de este "subsidio" (artículo 89.1). (...)

El recaudo corresponde a las empresas que prestan el servicio. Para el efecto, en las facturas de cobro se debe discriminar el monto que corresponde al valor del servicio, y el que corresponde al aporte destinado a subsidiar a los estratos 1, 2, y 3 (artículo 89).

Las sumas recaudadas tienen como fin subsidiar parte del costo del servicio en los estratos 1, 2, y 3. Para el efecto, una vez efectuado su recaudo, las distintas empresas de servicios públicos deben destinar estos recursos a cubrir los costos del servicio no cobrado a los usuarios de los estratos señalados. Movimientos estos que deben quedar reflejados en la contabilidad de cada empresa..."

En este sentido y atendiendo lo dispuesto en la Ley 142 de 1994, los usuarios de los sectores industrial y comercial, y de los estratos 5 y 6, sin importar si su naturaleza es pública o privada, son sujetos pasivos de la contribución de solidaridad, salvo que los mismos se encuentren exentos del pago de la contribución, por expresa disposición de la misma norma.

Sobre este particular, el numeral 89.7 del artículo 89 de la citada ley, señala de forma expresa, algunas exenciones a la regla general de pago, las cuales, de acuerdo a lo indicado en dicha disposición, sólo pueden aplicarse frente a los siguientes sujetos pasivos de la obligación:

“89.7 Cuando comiencen a aplicarse las fórmulas tarifarias de que trata esta Ley, los hospitales, clínicas, puestos y centros de salud, y los centros educativos y asistenciales sin ánimo de lucro, no seguirán pagando sobre el valor de sus consumos el factor o factores de que trata este artículo. Lo anterior se aplicará por solicitud de los interesados ante la respectiva entidad prestadora del servicio público. Sin excepción, siempre pagarán el valor del consumo facturado al costo del servicio…”

De conformidad con lo señalado en la norma, solamente los sujetos en ella mencionados, se encuentran exonerados del pago de la contribución de solidaridad, para todos los servicios públicos domiciliarios.

En efecto, en desarrollo del principio de legalidad de los tributos contenido en el numeral 12 del artículo 150 y en el artículo 338 de la Constitución Política, y en el principio de reserva de ley, corresponde solamente al legislador, y en ciertos casos, a las Asambleas departamentales y a los Concejos municipales o distritales, determinar de manera directa y clara, y con sujeción a la ley, todos los elementos de la obligación tributaria, incluidos los sujetos pasivos de la obligación y quienes se encuentran exentos, motivo por el cual y para el caso concreto, serán sujetos pasivos de la misma, los indicados en el numeral 89.1 de la citada ley 142, y solo estarán exentos aquellos señalados en el artículo 89.7 ibídem.

De conformidad con lo indicado, y teniendo en cuenta la naturaleza de este tributo, solamente estarán exentos del pago del mismo, los organismos señalados de forma expresa en la norma, esto es, “…los hospitales, clínicas, puestos y centros de salud, y los centros educativos y asistenciales sin ánimo de lucro…”, por lo que debe entenderse que cuando el legislador en el numeral 89.7 hace referencia a los cuatro organismos de atención médica referidos, y a los centros educativos y centros asistenciales sin ánimo de lucro, hizo una enumeración taxativa de los sujetos que se benefician con la exención allí contemplada, para los servicios de acueducto, alcantarillado, aseo, energía y gas.

Sobre el particular, y en relación con los sujetos que se ven beneficiados con la exención que consagra el numeral transcrito, el Ministerio de Minas y Energía, mediante la Circular N° 18078 del 6 de diciembre de 2005, frente al cobro de la contribución y la exención que la misma disposición contempla, señaló:

“…Los usuarios de los sectores industriales y comerciales, y los estratos 5 y 6, cualquiera sea su naturaleza, pública o privada, son sujetos pasivos de la contribución de solidaridad.

Vale decir que las empresas o entidades públicas o privadas de orden nacional, departamental, municipal o distrital que desarrollen actividades industriales y/o comerciales (como bancos, empresas de acueducto, alcantarillado y saneamiento básico, empresas de telecomunicación, escenarios deportivos, centros recreativos, aeropuertos, mataderos, cementerios, centros religiosos, cajas de compensación, etc.) están obligadas al pago de la contribución de solidaridad sobre el valor del consumo del servicio y las empresas que les prestan el servicio deben facturarla y recaudarla…

Los sujetos cobijados por la exención establecida en el artículo 89.7 de 142/94 son de tres tipos: 1.- Entidades prestadoras de servicio de salud, tales son los hospitales, las clínicas, los puestos y centros de salud, cualquiera que sea su naturaleza, pública o privada, con o sin ánimo de lucro; 2.- Entidades prestadoras del servicio de educación sin ánimo de lucro, tales como los centros educativos; 3.- Entidades asistenciales sin ánimo de lucro, es decir que presten servicio de asistencia como protección a los niños, a los disminuidos físicos, sensoriales y psíquicos, a los de estado de indigencia y a los de la tercera edad.

Lo anterior se aplicará por solicitud expresa de los interesados ante la respectiva empresa prestadora del servicio. Sin lo anterior, SIEMPRE SE PAGARÁ EL VALOR DE SOLIDARIDAD...”

Esta interpretación que hace el Ministerio de Minas y Energía, es concordante con la que viene efectuando la Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios desde hace varios años, en el sentido de que la exigencia de que los sujetos exentos estén constituidos como organizaciones sin ánimo de lucro, es solamente para los centros educativos y asistenciales, ya que para el caso de los hospitales, clínicas, puestos y centros de salud, no se encuentra contemplado este requisito, lo que significa que para estas instituciones, la exención opera tengan o no ánimo de lucro.

De conformidad con lo anterior, y para atender la consulta planteada, es preciso señalar que la exención en el pago de la contribución de solidaridad, para los servicios de acueducto y alcantarillado, solamente aplica para los organismos señalados en la disposición aludida, sin que en entre ellos se encuentren incluidos de forma expresa, los centros educativos de tipo privado.

Finalmente, le informamos que esta Superintendencia ha puesto a disposición de la ciudadanía un sitio de consulta al que usted puede acceder en la siguiente dirección: www.superservicios.gov.co/basedoc/. Ahí encontrará normativa, jurissobre los servicios públicos domiciliarios y en particular los conceptos emitidos por esta entidad.
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